              PRIMEROS PASOS DE LA POLICÍA: DIFICULTADES Y APORTACIONES.
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          El celador de Barrio tal como aparece en la obra “Los españoles pintados por sí mismos”. Biblioteca Virtual de Castilla y León.

Introducción

El nacimiento de una institución suele ser, aún hoy, bastante problemático. La creación de un cuerpo de Policía a nivel nacional no resultó ser una excepción. La Policía tuvo que hacer frente a numerosos problemas que derivaban de una misma raíz: la nueva institución sustraía competencias a otras mucho más antiguas y consolidadas y se llevaba una parte muy importante de sus ingresos. Por eso, las más afectadas reaccionaron de forma inmediata cargando contra toda novedad en la medida que vieron disminuidas competencias e ingresos. Fracasado su intento de suprimirla, intentaron controlarla.

Estos hechos llevan a dos series de preguntas completamente diversas. Por una parte, interesa saber con qué instituciones tuvo esos enfrentamientos y por otra, qué novedades aportó  su fundación y desarrollo a la administración. Las dificultades fueron internas como las de su organización y externas como las de otras instituciones y la opinión pública. Todas juntas coadyuvaron a ralentizar el proceso. Las deficiencias, especialmente las que afectaron a su organización, eran inevitables, desde el momento en que la institución necesitaba tiempo para moldearse, ya que nadie es perfecto desde que nace. Este tema daría para mucho, pero se va a intentar sintetizar al máximo. Se hará, pues, un recorrido por su organización, por la opinión pública y se terminará en el resumen de sus aportaciones.

Los problemas de la cadena de mando.


La lucha por su supervivencia no puede ocultar que la Policía venía arrastrando una serie de problemas internos desde la misma Constitución de 1812. A algunos tardó mucho tiempo -casi un siglo- para encontrarles solución. El primero y principal de ellos era el poquísimo interés y atención que los liberales prestaron a los problemas de orden público. Creyeron que la situación anterior se iba a perpetuar con sólo mantener al Rey al frente del poder ejecutivo y  con seguir encargando del mantenimiento de la seguridad pública a los ayuntamientos, de quienes se hizo depender la única fuerza policial creada, la Milicia Nacional. Se mantuvo, pues, tal cual el mismo esquema para el mantenimiento del orden público que había sido heredado del Antiguo Régimen y de una forma muy especial el que se había desarrollando durante el siglo XVIII. 

            Una consecuencia de ello fue que no se definió con claridad cuál sería el papel a desarrollar por la Milicia Nacional ni en la Constitución de 1812 ni en la legislación que desarrolló alguno de sus artículos, lo cual constituyó una enorme paradoja. La conceptuación de la Milicia Nacional osciló desde una fuerza armada formando parte del Ejército a un contrapeso al mismo ejército permanente. Esta indefinición de las funciones de la Milicia Nacional traería unas consecuencias no deseadas, sobre todo por la opacidad en que se mantuvo su papel en la lucha contra la delincuencia, al ser utilizada preferentemente en su vertiente política –sostener la Constitución- y simultáneamente como una fuerza de policía local al servicio de quien la pagaba que eran los ayuntamientos. 


Si dejó, en cambio, muy claro, que su militarización iba a ser progresiva y total, al hacerla formar parte del Ejército, y darle como misión la protección del orden interior del Estado.  Además de que sus jefes, aunque fueran electivos, su selección debería realizarse entre los militares que se presentaran para ello. La militarización en cuanto a su régimen  interno y prestación de servicio fue completa y anticiparía de alguna manera lo que iba a suceder más adelante cuando se fundara la Guardia Civil.
            El tercer problema fue que la cadena de autoridades que se diseñó en la Constitución de 1812, el Ministerio de la Gobernación y el Jefe Político, en principio quedó al margen del mantenimiento del orden público y de la lucha contra la delincuencia. Enseguida se le añadieron otros dos: no dotarles de fuerzas de seguridad bajo su mando, con lo cual tampoco pudieron garantizar el orden en los procesos electorales. Esto fue lo que ocurrió en 1822 en que se intentaron manipular los resultados electorales.

Estos problemas se agudizaron durante el Trienio Constitucional en el que este sistema fue sometido a una durísima prueba: las insurrecciones realistas, que fueron incapaces no sólo de prevenir si no de controlar. Tanto el Reglamento provisional de Policía como la Instrucción para el gobierno económico político de las provincias como las primeras leyes de orden público de 17 de abril de 1821 demostraron ser insuficientes para encauzar la situación. 


Problemas organizativos de la policía bonapartista

Empecemos por los defectos de organización de la policía de José I Bonaparte. A brocha gorda, se pueden apuntar falta de una policía uniformada y de consolidación en toda la extensión del territorio nacional por causa de la guerra, con la consiguiente subordinación en la distribución de recursos para ganarla e indefinición con respecto a los otros ramos de la administración civil.

Los problemas que apuntaron a medida que se fue implantando la policía bonapartista en su estructura y organización y en relación con las demás instituciones civiles y judiciales no encontraron una solución fácil ni durante la guerra ni mucho menos después cuando se puso de nuevo en marcha todo el proceso en 1824.

El principal fallo en la organización de la policía bonapartista fue sin duda alguna la falta de previsión en cuanto a la creación de una policía uniformada capaz de completar las funciones de la parte civil de aquella policía. La consecuencia de ello fue que en cada prefectura tendieron a arreglarse como buenamente pudieron, recurriendo a iniciativas oficiales, como en Madrid, al Batallón de Policía y a la Gendarmería Real o a privadas, como en Córdoba, donde el Comisario de Policía creó una Partida de Agentes Montados de Policía.

La relación de la Policía con otras instituciones civiles distó mucho de ser pacífica. Con unas, como por ejemplo, las judiciales, por la merma de competencias que sufrieron, y con otras, los prefectos, porque quisieron ejercer ellos directamente todas las funciones y competencias policiales, prescindiendo de la organización policial, por lo que se generaron unos violentísimos conflictos. En Málaga, por citar uno de los más extremos, llegaron a las manos el prefecto y el comisario de policía.

La falta de consolidación de esta policía, destruida completamente al perder la guerra, impidió ver cuáles hubieran sido los resultados de su funcionamiento. Además actuó casi siempre en unas condiciones muy penosas por falta de recursos, destinados a las necesidades de la guerra y por continuos cambios en su dirección. En resumen en muy cortos períodos se la permitió  desenvolverse en una situación normal.
En el Trienio Constitucional

Con el Trienio Constitucional regresaron, al menos nominalmente, al sistema  definido en la Constitución de 1812. Esa vuelta no significó un paso adelante, ya que afloraron a la superficie todas las lagunas del sistema constitucional, debido a la falta de control de las partidas realistas que comenzaron a actuar ya a finales de 1821. El símbolo de este período puede ser la llamada batalla de las Platerías en las que la Milicia Nacional derrotó a la Guardia Real.  Demostró hasta qué punto la Milicia Nacional se había desviado de su objetivo original de perseguir a la delincuencia y se había convertido en un verdadero contrapeso para el Ejército en manos de los ayuntamientos.

Tampoco funcionó el régimen liberal debido a que se entregó el control del orden público a los ayuntamientos exclusivamente. La nueva Instrucción para el Gobierno Económico Político de las Provincias de 1823 en su articulado
 construyó una red basada en las obligaciones de los alcaldes. No tuvo en cuenta para nada el estado tan lamentable que por aquel entonces presentaba la administración municipal y que refleja de forma breve y magistral Javier de Burgos en su Instrucción a los Subdelegados de Fomento:

“Una ley que actualmente se elabora dispondrá lo conveniente para refundir en una la multitud de categorías de que se componen los ayuntamientos actuales, donde ocasionando una confusión lastimosa, y acusando de desorden a la administración, se ven regidores perpetuos, vitalicios, bienales, añales; nobles por constitución unas veces, plebeyos por constitución otras; síndicos de varias denominaciones, diputados etc. Presididos ora por letrados de fuera que no conocen ni las necesidades ni los usos locales, ora por alcaldes ordinarios o pedáneos, que aunque sacados por lo común de las clases laboriosas, no sabiendo leer las más de las veces, administran la justicia no sin el grave detrimento del respeto que les es debido”
.

El Reglamento provisional de Policía de 1822 no puso remedio alguno a esta situación. El problema de unos encargados de mantener el orden público y la seguridad de personas y bienes, el Ministerio de la Gobernación y Jefe Político, se agravó en estos tres años, porque tampoco fueron capaces de garantizar el orden en los procesos electorales.
La policía de 1824, de la Década Ominosa
Se va a continuar analizando los problemas de la organización de una policía implantada por primera vez en todo el territorio nacional. 

El más lamentable de todos ellos fue la confusión de una organización de policía al estilo francés con la policía secreta y la alta policía. Esta confusión fue lamentable y dentro del maremágnum de instituciones represivas de la época –Comisiones Militares Ejecutivas
, Voluntarios Realistas, Comités de depuración de funcionarios- la Policía estructurada de una forma muy similar a la de José I Bonaparte sufrió una fuerte confusión con otra institución, la Alta Policía, con la que no tenía nada que ver y con la policía secreta que no fue más que el equivalente a los fondos reservados. La Alta Policía se dedicó al espionaje, teniendo su organización propia, independiente de la Superintendencia General de Policía y su dirección en manos del célebre  José Manuel del Regato. Fue la que estuvo involucrada en asuntos como el de Mariana Pineda o Torrijos, en los que la Policía no tuvo nada que ver, como erróneamente se transmite de unos a otros
.
Otro problema que tardó muchísimo en ser solucionado fue la falta de mandos intermedios entre la Superintendencia y las Intendencias: no existían mandos por llamarlos así regionales, que pudieran coordinar la acción de la policía por ejemplo en el Reino de Valencia. Esto impedía una correcta circulación de la información y, lo peor, se traducía a hora de actuar en una falta de criterios unificados en todo el territorio nacional.
La ausencia de una policía uniformada fue otro de los asuntos pendientes y algo que reclamaron continuamente los intendentes de las provincias como el propio superintendente Juan José Recacho. Éste, en su defensa de la policía de 1826, llegó a culparla de disminución en  la eficacia de la actuación de la Policía General del Reino. Cuando había tenido que recurrir al Ejército para suplirla, se le había negado la ayuda invocando los motivos más dispares o utilizando un lugar común: que no tenían fuerza disponible.
La opinión pública percibió a la Policía como una imposición del Duque de Angulema a Fernando VII, es decir, como fruto de una intromisión extranjera. Pero, el problema real de Fernando VII tras su regreso como monarca absoluto fue que no podía restaurar la Inquisición, porque el papelón ante Europa que hubiera desempeñado Francia, le hubiera acarreado a ésta un completo descrédito. Lo cual no es óbice para ocultar que algunos sectores políticos, desde 1832 en adelante, cuando querían desprestigiar la actuación de la policía no dudaban en tildarla de “absolutista”, “oscurantista”, “heredera de la Inquisición”, ignorando los servicios que prestó en la lucha contra el carlismo durante la primera fase de la guerra hasta comienzos de 1835 y de que había sido creada para impedir que la Inquisición fuera restaurada como había ocurrido en el Sexenio Absolutista.
Finalmente, la desarticulación llevada a cabo por Calomarde en 1827 como concesión a los agraviados. Llegó tan lejos como suprimir las comisarías de cuartel, desarticular los Celadores Reales y dejar la Policía reducida a la mínima expresión bajo el control de los Magistrados, uno de cuyos máximos mandos fue José Zorrilla, el padre del dramaturgo y poeta. Se vieron desbordados con la nueva situación hasta el punto de que a partir de 1830 se trató de recuperar en parte la situación anterior a 1827 con el nombramiento de cinco comisarios, uno por cada dos  cuarteles, y el reconocimiento de cierta independencia en el ejercicio de competencias meramente policiales. 
 Problemas entre 1833-1844
La falta de recursos para afrontar la guerra carlista hizo que se pusieran en cuarentena muchas instituciones no solamente la Policía por una simple razón de economía, es decir, la de no disponer de recursos. Pero ese debate fue mucho más allá como se comprobará al tratar de la supresión de la Superintendencia General de Policía. El ahorro se convirtió en un argumento constante cuando se trataba de suprimir algún organismo que había caído en desgracia ante los gobernantes de turno, aunque no significara reducción de gasto, porque en el caso de la policía lo que se ahorró al suprimirla se tuvo que gastar con creces en armar y equipar a la Milicia Nacional.
Uno de esos problemas era la percepción de que la Policía que se trataba de suprimir era obra de Fernando VII. Por esto mismo, se llegó a decir que la policía no era más que la inquisición enmascarada o que era una institución importada sobre las bayonetas de los Cien Mil Hijos de San Luis. Otra cosa peor fue el continuo insulto a los policías, tratándoles de absolutistas e incluso de irrecuperables dentro de un sistema constitucional. Como si los policías no hubieran sufrido también en sus carnes las penalidades a que se vio sometida la nación. Otro era que se ligó con el de la policía secreta, que tenían poco que ver entre sí. Esta ligazón se trabó al no distinguir la actuación normal de la policía en sus comisarías y celadurías de barrio –de las que los testimonios incluso literarios no pueden ser más positivos- de otras instituciones represivas paralelas, especialmente, la Alta Policía, encargada del espionaje. Al meterlas todas en el mismo saco, cualquier crítica se podía dirigir a todas y a cada una de ellas. 
El tercero, que se cuestionaron las competencias y funciones que desarrollaba. En especial las que tenían relación con las cartas de seguridad y pasaportes, pero también las que hacían relación al control de huéspedes. 

El cuarto, fue en terminar con los abusos, excesos que se le atribuyeron fueran ciertos o falsos. El problema estuvo en que esos llamados abusos o excesos, en muchas ocasiones, eran obligaciones de los policías, recogidas en un reglamento no derogado de 20 de febrero de 1824. Por dos o tres veces se apuntó en decretos o reales órdenes la necesidad de poner al día ese reglamento, pero nunca se llevó a efecto.
¿Qué significó la aparición de la policía?

Se va a relacionar lo que aportó en diversos campos de actuación y desde distintas perspectivas. Este apartado debe ser motivo de atención y de unas reflexiones bastante más completas que las que se van a hacer a continuación.
· En el ámbito judicial

Con la creación de la policía se rompe el hecho tradicional de que el Juez fuera a la vez el investigador, el juzgador y el sentenciador de los delitos. Desde ese momento la investigación y prevención de los delitos sería competencia de la policía y las del juez juzgar y sentenciar. El proceso penal ya no quedaba en unas solas manos: fue un avance substancial porque se reforzaron y aumentaron las garantías del que fuera juzgado.
Esto ha tenido una triple consecuencia: por una parte el que los jueces se opusieran entonces a que la policía se independizara de ellos y lucharan con todas sus fuerzas para impedir “las independencias de la policía” y, de que trataran en esos primeros momentos fundacionales de mantenerla a toda costa bajo su control. 

La última ha sido que gracias a la separación de la investigación y prevención dentro del proceso judicial, la policía terminó especializándose en estas materias. Esto se realizó por dos vías: gracias a los avances tecnológicos, como la fotografía y la dactiloscopia y la especialización en el combate de los diversos tipos delincuencia tanto común como terrorista.  
- En el ámbito militar.

          La justicia militar con sus juicios sumarísimos apareció tradicionalmente como modelo de que las causas podían sustanciarse de forma muy breve, mejorando la lentitud de la justicia ordinaria. Pero estas actuaciones tan sumarias, propias de tiempos de guerra, llevaban a cometer frecuentemente errores irreparables, condenas de muerte tramitadas de forma deficiente. Por ello ya en el Sexenio absoluto aparecieron las Comandancias Militares, que no terminaron de implantarse ni consolidarse (1816); en 1824, las Comisiones Militares Ejecutivas, con el célebre  Chaperón como jefe de la de Madrid, que fueron causa del llamado por Pérez Galdós “el terror del año 24”. Desaparecieron en 1826-7, pero volvieron a resucitar las comisiones militares y las comisarías militares en 1831 e incluso fue peor: se llegó a encargar a los militares del mando de la policía por un breve periodo de tiempo. Es cierto que todos estos experimentos fallaron por la falta de garantías que se ofrecía al procesado al que se le privaba de su derecho a la defensa, pero también lo es que constituyeron un ensayo que terminó triunfando con la creación de la Guardia Civil. Pero, a pesar de ello, se mantuvo esa ruptura del proceso penal y los delitos fueron investigados y prevenidos por una fuerza policial distinta de la judicatura.

Los militares nunca vieron con buenos ojos la aparición de la policía porque significó el origen de un canal de información alternativo al suyo, por lo cual la única forma de controlarlo fue tratar de neutralizarlo. Los informes sobre el estado de España de 1825 son una prueba palmaria de cómo los capitanes generales se despacharon contra ella, tratando de desvirtuar sus logros y pidiendo simple y llanamente su supresión. Años después, en 1835, con motivo del asesinato del Capitán General de Madrid en la Puerta del Sol, su respuesta a la buena actuación de la Superintendencia General de Policía fue la de pedir su supresión. Sus servicios de información no habían detectado la insurrección cosa que sí había hecho la Superintendencia.

· En el ámbito administrativo

Las Comisarías de Policía y sus dependencias como las celadurías de barrio fueron las primeras oficinas de la administración pública que abrieron las veinticuatro horas al día para atender las necesidades de los ciudadanos. Hasta ese momento ninguna oficina de la administración había estado abierta de forma permanente. Por este motivo, Estevánez Calderón en un artículo publicado en la Revista Española pedía un aumento de sueldo para los celadores y para los comisarios: su horas de dedicación a la gente no estaban bien pagadas.
El intento de que todo el mundo portara un documento de identificación o de viaje en el caso de que se trasladaran fuera de sus lugares de residencia resultó muy positivo. Su fracaso final porque se intentó mediante su implantación saber quiénes eran lo buenos y quiénes los malos, lo cual fue imposible. 

· En el ámbito económico.

La puesta en circulación de los documentos de identificación (las cartas de seguridad) y de viaje (pasaportes para el interior y para el exterior) permitió autofinanciarse a la institución y además aportar un cantidad de dinero considerable al estado (unos cinco millones de reales al año). El Ministerio de Fomento, una de las creaciones más alabadas de Javier de Burgos así como la división provincial llevada a cabo en 1833 se pudieron llevar gracias a la financiación obtenida a través de esos fondos de la Policía. Precisamente su supresión secó esta fuente de ingresos, cuando más los necesitaba el Estado, en plena guerra carlista.
· En el ámbito social

La Policía fue el elemento que dio cohesión a los barrios en que se estableció, porque se desarrollaron muchos negocios e industrias pequeñas al aumentar el grado de seguridad. Esta importantísima función se ha puesto de manifiesto modernamente en la ciudad de Detroit, tras la bancarrota de su ayuntamiento que no permitió tener el mismo número de policías: el terrible aumento en la inseguridad ha hecho que los barrios pierdan su cohesión y que los negocios no puedan desarrollarse dentro de lo que debería ser considerado como normal. Solo han sobrevivido aquellos barrios y negocios que han podido pagarse por sí mismos su seguridad.
La supresión del control de los pases y pasaportes para el interior produjo tal confusión e impunidad que, cuando se intentó volver a poner un poco de orden en este tema en 1844, costó muchísimo  normalizar la situación. De esta situación se ocupó con mucha frecuencia la prensa de la época.

La aparición de la Policía significó, pues, una mayor garantía de defensa de los derechos individuales y, a la vez, fue un factor determinante para la cohesión social en las ciudades. Fue suprimida en 1835, justamente, como reconoce el folleto titulado “La Policía”,  cuando “más necesaria resultaba”.
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� Artículo 183 y ss.


� Gaceta de Madrid, 7 de diciembre de 1833. Capítulo V. Ayuntamientos, 26


� Se resucitó esta fórmula que según Vayo había funcionado durante el Sexenio Absoluto.  


� Para este asunto se puede consultar a Pedro Pegenaute, “Trayectoria y testimonio de José Manuel del Regato. Contribución al estudio de la España de Fernando VII” Pamplona EUNSA 1978, 525 págs.





